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1.- Introducción.

Desde que la ley 5178 creara para la Provincia de Buenos Aires a los Tribunales del Trabajo, la esencia de su sistema se mantuvo para el juzgamiento, en única instancia y en juicio oral y público, de los conflictos de naturaleza laboral.

Es la idea de aquella ley originaria, que recibiera mutaciones por las leyes 7718 y 11.653 (esta última en vigencia), la que campea en el procesamiento de los pleitos en jurisdicción provincial.
La existencia de un procedimiento especial, acorde a sus principios, resulta vital para el derecho social. Como con claridad apuntara Cornaglia, el fuero del trabajo ha sido el resultado de la conciencia social de la Nación toda. Su implementación no fue casual. Su sentido protectorio, lejos de corresponder a un privilegio, es la racional respuesta a un orden social desequilibrado donde los débiles cada vez resultan más débiles y desarmados ante el tremendo fortalecimiento de los poderosos. Consiste en una herramienta social para hacer frente a una injusticia social. Su fuerza expansiva corresponde a un sentido ético de la vida que sólo encaja en los Estados sociales de derecho1.

De allí la importancia de comprender que la norma procesal, en este terreno, debe ser observada teniendo siempre en mira el objetivo que persigue, que es el de asegurar la justa solución de los conflictos del trabajo, recordando que el derecho procesal laboral también posee naturaleza protectoria porque es la forma de un derecho de fondo tuitivo2. 

2.- Las bases que han definido al proceso laboral provincial.

Podetti definió a los principios procesales como las directivas o líneas matrices dentro de las cuales han de desarrollarse las instituciones del proceso. Luego de brindar tal conceptualización, ha dicho que ellos vinculan cada una de las instituciones procesales a las realidades humana y social en las cuales actúan o para las cuales fueron creadas, ampliando o restringiendo la esfera de su aplicación, y que cumplen una doble función: sirven de bases previas y fundamentales para la estructuración de las leyes procesales, y de límites para interpretarlas3. 

Es sobre la base de tales principios —otorgando preponderancia a unos sobre otros de acuerdo a la índole de la materia a juzgar—, que el legislador ha conformado un sistema diferenciado del que rige en el fuero civil y comercial.

La Suprema Corte ha dicho que el proceso laboral de la Provincia de Buenos Aires, disciplinado por la ley procesal del fuero, tiene como pilares fundamentales la instancia única, celeridad, oralidad, inmediación y concentración de pruebas4.

Sobre tales presupuestos, que han sido dados por la norma procesal, se intenta conformar la organización judicial de modo que permita obtener la finalidad que persigue la administración de la justicia: la tutela eficaz de los derechos sustanciales. 

Abordaremos seguidamente los elementos que estructuran el proceso ante los tribunales del trabajo de la provincia, con excepción del concepto de instancia única —que se procura modificar en la reforma en ciernes, y cuyo tratamiento reservamos para otra ocasión—.

a) Celeridad.
Decía Morello hace ya muchos años que el justiciable tiene el derecho constitucional a una rápida y eficaz decisión jurisdiccional5.

Si bien a la época en que el citado jurista recordara la premisa de celeridad esta venía dada desde el art. 18 de la Const. Nacional, la manda se encuentra actualmente “reforzada por la reforma que imprimió al art. 15 de la Const. provincial el deber de asegurar “tutela judicial continua y efectiva”.

A ello se aduna que el desconocimiento del principio es capaz de agraviar, asimismo y en forma directa, al art. 17 de la Constitución Nacional.

Es que, tal como ha dicho la Corte Suprema de Justicia de la Nación, la garantía de la defensa en juicio y de la propiedad no se compadecen con la posibilidad de que se dilate sin término, o más allá de lo razonable, la decisión de las cuestiones llevadas a los estrados judiciales6.

Peyrano desarrolla el concepto que corresponde a este principio dentro del que se ha denominado de “economía procesal”. Lo califica como “principio consecuencial” de este último, y advierte que está constituido por una pléyade de figuras e instituciones que tienen como denominador común apuntar a impedir la inercia de litigantes, profesionales y magistrados7.

Analizando el tema desde la ley procesal del fuero, podemos advertir a tal fin la expresa determinación de la perentoriedad e improrrogabilidad de los plazos (art. 17, ley 11.653), la admisión de la caducidad de la instancia (art. 12, párr. 2º, ley 11.653), y el impulso oficioso que dimana desde los arts. 11 y 12 de la ley a todo el procedimiento —y se recepta en cada etapa de éste, con discrepancias respecto de la ejecución (a la que por nuestra parte consideramos incluida)—.

Es decir que la celeridad no depende de la forma del procedimiento, sino de la existencia de instituciones que impidan la inercia de los litigantes y profesionales por una parte y de los jueces por la otra8. Por ello, también discrepamos con el criterio que en los hechos implica eximir a los magistrados del inexcusable deber de resolver en término.

Con lo dicho anteriormente parece que la celeridad se encuentra representada solamente por la rapidez en la tramitación del proceso9.

Si bien esencialmente es así, debe observarse que no opera sólo la indebida prolongación del pleito como causal atentatoria de la manda constitucional (art. 15, Const. provincial): se impone no sólo “rapidez” para arribar a la sentencia, sino que esta última sea eficaz. Obviamente que carecerá de tal nota la solución jurisdiccional que “llega tarde” —y por ello juega el factor tiempo—, pero del mismo modo es gravitante el “fundamento” del pronunciamiento pues, de no ser éste adecuado, sin dar cabal y profunda solución, estaremos ante una “ahuecada y disvaliosa” exteriorización jurisdiccional10.

Se vislumbra entonces, nuevamente, que los principios no son abstracciones que juegan aisladamente, pues su respeto merece una conducta integral que les otorgue razón de ser. De nada sirve un acto rápido si es descalificable desde sus fundamentos.

Cabe decir que no sólo juega aquí la conducta del tribunal: son también los letrados quienes, especialmente, deben poner todo su celo profesional en proponer reclamos fundados, impedir una tramitación dilatoria y, obviamente, prescindir del “abuso” de las formas procesales.

Tal como hemos dicho, los principios se encuentran concatenados y, así, la oralidad implica sencillez y celeridad, pues evitándose las dilaciones propias del procedimiento escrito, los incidentes o excepciones que se produzcan o articulen en el curso de las audiencias deben ser resueltos en el mismo acto11.

En definitiva, y aun cuando la celeridad ha sido conceptuada como garantía constitucional especialmente relativa al debido proceso penal12 —pues es allí donde se palpa su violación como afectación a los más básicos derechos humanos—, los principios desarrollados en torno a aquel proceso resultan, por todo lo dicho, también aquí aplicables.

b) Oralidad. 
Se entiende por oralidad del procedimiento el principio de que la resolución judicial puede basarse sólo en el material procesal proferido oralmente. Contrasta así con el procedimiento escrito, con arreglo al cual la mentada decisión ha de basarse únicamente en el material procesal depuesto por escrito en los autos13.

La realidad no ofrece ejemplos de procesos escritos y orales “puros”, sino que muestra “procesos mixtos”, con predominio de la oralidad o de la escritura, pero sin que dicha preponderancia excluya la incidencia del principio antitético al prevaleciente14.

Frente a tal combinación, y presentes oralidad y escritura en el proceso laboral bonaerense, ¿cómo puede entonces calificárselo reiteradamente como “oral”?

Peyrano apunta que no es menester computar cuántos actos procesales dispone la ley que se formalicen por escrito y cuántos que lo hagan oralmente; lo que caracteriza a un proceso oral es la inclusión de una audiencia en el curso de la cual se producirán ante el órgano jurisdiccional todas las probanzas que por su naturaleza fuera posible diligenciar en este acto, así como también las exposiciones finales de las partes sobre el mérito de las pruebas producidas y la previsión de que el decisorio será pronunciado dentro de un breve plazo a contar desde la celebración de dicha audiencia15. 

La nota definitoria encaja a la perfección con el esquema previsto por la ley 11.653 y por las leyes especiales que regulando los litigios de competencia del fuero han precedido a aquella. Puede afirmarse sin hesitación que rige, por lo tanto, la oralidad.

Se trata de un indudable acierto del legislador, puesto que ensalza la naturaleza republicana de nuestro sistema constitucional, ya que las posibilidades de intervención efectiva de quienes participan en el proceso sin tener formación técnica son mucho mayores en una audiencia oral que en un expediente escrito. Y esto se vincula forzosamente con el aspecto republicano de la administración de justicia16.

Pero existe otra razón fundante para la defensa del sistema, y hace a la búsqueda de la verdad material, norte de todo proceso: se ha dicho con acierto que “la capitis diminutio de la transcripción” desdibuja siempre, en mayor o menor medida, la plenitud y la intensidad de lo declarado. Como así, y es bien cierto, que en las audiencias orales, de manera dinámica y espontánea, se produce un fértil intercambio discursivo en el que se cruzan terminología académica, vocabulario coloquial, lenguaje técnico (en los peritos), etcétera, con mayor vitalidad que en las fojas de un expediente y con el valor agregado que en el terreno comunicacional puede tener el imprevisto, lo no convencionalizado que aflora en un debate17. Lógicamente que para que todo ello conserve valor, debe mantenerse la presencia física de los mismos jueces durante todas las sesiones del juicio oral18 y la misma composición del tribunal deberá fallar la causa19. 

c) Inmediación. 
Concatenado con el anterior (oralidad), juega el principio de inmediación, aunque cabe distinguirlos —lo que no obsta, reiteramos, a la necesidad de su vigencia inescindible—.

Ha dicho Goldschmidt20 que oralidad e inmediatividad han de diferenciarse; la oralidad es una forma del entendimiento, la inmediatividad es un escalón de la percepción. Explicando ello, expresaba que “es verdad que los efectos de los dos principios coinciden, en cuanto la forma oral de las alegaciones de las partes y de las manifestaciones de pensamiento, que se encuentran como medios de prueba, sobre todo de las declaraciones testificales, representan al mismo tiempo el más inmediato escalón de su perceptibilidad. Pero se puede obedecer al principio de la oralidad sin obedecer al de la inmediatividad. Así, por ejemplo, la lectura del acta concerniente antes de la apertura de las sesiones del juicio oral … o la declaración de un testigo imposibilitado de concurrir a la sesión … satisface al principio de la oralidad, pero no al de la inmediatividad”.

La diferencia es clara, como asimismo lo es la necesidad de vigencia del principio aquí analizado, pues una oralidad que se observa infringiendo la inmediatividad no es más que una oralidad aparente21. 

Goldschmidt apreciaba “dos emanaciones” del principio de la inmediatividad. Así, decía que primeramente impone al juez relacionarse lo más directamente posible con los medios de prueba (principio de la inmediatividad en el sentido objetivo o formal); y en segundo lugar utilizar los medios de prueba que se encuentran en la más directa relación con el hecho a probar —principio de la inmediatividad en el sentido objetivo o material—. En el primer sentido, el principio de la inmediatividad prescribe al juez de qué modo ha de utilizar los medios de prueba, y concierne a la relación del juez con dichos medios. En el segundo sentido, prescribe al juez qué medios de prueba ha de utilizar, y concierne a la relación del juez con los hechos a probar22. 

Peyrano, en su razonado estudio sobre los principios y fundamentos del proceso civil, ha advertido que el particular enfoque propuesto por el maestro germano —la doble directiva emanada del concepto, a que aludiéramos en el párrafo precedente— “no ha hecho mayor camino”, inclinándose por asignarle al principio el contenido que tradicionalmente se le ha atribuido23.

El principio, entonces, según el concepto clásico recibido, exige el contacto personal y directo del tribunal con todo el material del proceso24 —sujetos y elementos, implicando recepción directa de las alegaciones de las partes y las aportaciones probatorias—25, y no es un modo de selección de pruebas aunque, sin lugar a dudas, en el proceso laboral provincial, la rendida ante el tribunal es la especialmente relevante en una gran cantidad de los casos. 

Se trata de una herramienta poderosa para la búsqueda de la verdad; sólo cuando el proceso es “vivido” por el juez, puede éste ponderar las reacciones y gestos de los declarantes, gestos y reacciones que, a veces, son pautas inapreciables de los dichos26. 

En definitiva, la inmediación impone al magistrado no sólo recibir directamente las pruebas, sino también conocer a quienes litigan ante él, para formarse conciencia de visu de la personalidad de cada uno, de la forma de expresarse y de conducirse dentro del proceso, ya que siendo de fundamental importancia la buena fe, nada mejor que la vinculación directa para que el destinado a resolver el diferendo se percate de la realidad de los hechos tal como acaecieron, sin que sean desfigurados por la percepción que terceras personas puedan obtener de los mismos27. 

Al receptar el principio de inmediación como una de sus características fundantes, el procedimiento estructurado por la ley 11.653 resulta visiblemente superior, en lo que a la búsqueda de la verdad respecta, a los que, careciendo de audiencia paralela a “vista de la causa”, transforman la realidad a lo que surja de las actas —en muchas ocasiones, livianamente transcriptas, y donde “la ausencia de una coma” puede mutar los dichos—.

Por demás ilustrador es el juicio de valor que ha emitido Maza al decir, luego de recordar su actuación como magistrado tanto en la justicia nacional del trabajo como en los tribunales laborales provinciales, que “jamás me retiré de una audiencia de vista de causa sin saber qué había pasado o, al menos, sin un pleno convencimiento acerca de los hechos. En cambio, como juez de primera instancia del procedimiento escrito capitalino, fueron muchas las ocasiones … en las que advertí la dificultad de alcanzar un convencimiento pleno de lo que había acontecido ya que la producción probatoria escrita no me transmitía convicción. Así, para superar ese escollo, tuve que volver a producir pruebas testimoniales, hacer careos o interrogar a las partes en forma personal introduciendo la inmediación en el procedimiento de la ley 18.345”28.

Tal como afirmara Eisner, el principio de inmediación pretende nutrir y vivificar a la planta del proceso imponiéndole los medios idóneos para obtener del mismo sus mejores frutos29.

Pero no sólo ello; lleva a la parte a ser medida y cuidadosa, pues se encuentra frente al juez y su contrario, del mismo modo que facilita la conciliación30.

Como se observa, varias son las razones que llevan a mantener la vigencia del principio.

d) Concentración de pruebas. 
Como principio, la “concentración” propende a evitar la dispersión del procedimiento, requiriendo, por lo tanto, que el cumplimiento de las diversas diligencias que lo integran se lleve a cabo en el menor número posible de actos31. 

Al turno de su tratamiento, Goldschmidt afirmó que la concentración de pruebas estaba en vigor “para el juicio oral”, indicando que “para el sumario escrito no se tiene en cuenta”32.

Pero si bien constituye una de las principales características del proceso oral, este principio de “concentración” no es, sin embargo, incompatible con el proceso escrito, en el cual puede contribuir a su simplificación33.

Ahora bien, la necesidad de unidad del acto se impone en el proceso oral, pues la centralización del debate en una o pocas audiencias próximas entre sí y con respecto a la decisión final tiene por objeto evitar el peligro de que se desdibujen con el tiempo las impresiones recogidas por el tribunal34. Es que la dificultad de retener lo hablado en la memoria conduce, cuando paralelamente media oralidad, al principio de “concentración” en estudio, que requiere condensar el juicio oral en una o varias sesiones consecutivas35.

La concentración, pues, debe ser hermanada con la inmediación —viniendo a constituir un requisito necesario para el éxito de ésta36—, evitándose desfigurar los hechos en base a los cuales se aplicará el derecho37. Asimismo permite, frente a la unidad, asegurar la identidad física de los jueces que integran el tribunal38. 

Tal como ha dicho la jurisprudencia, aunando los conceptos: es de la esencia de la oralidad que los jueces que dictan la sentencia sean los mismos que han tomado contacto directo con las pruebas producidas en un debate concentrado y continuo, que excluye la intermediación de las actas39.

3.- La eficacia real del proceso laboral.

Decía Monzón que el proceso es una totalidad, y dentro de esta totalidad se encuentran actos jurídicos procesales individualizables en sí mismos, pero ligados por la unidad del efecto jurídico al que cada uno de ellos apunta y para cuyo logro se necesita la consumación de todos o al menos uno de aquellos que, por sí mismos, tienen aptitud suficiente para preparar —según la relación antecedente-consecuente— una decisión válida. Sobre esa concepción hacía referencia directa al procedimiento como “garantía de la forma y del orden en que ha de desenvolverse el proceso”, es decir, como condicionante; estructura exterior preestablecida legalmente40. 

Considerada la normativa infraconstitucional como canal efectivizador de los derechos y garantías supralegales, debe concluirse que el mentado orden no ha sido fijado para convertir al proceso en una “misa jurídica” (como dijera Lascano), sino simplemente (pero del mismo modo relevante) para permitir la actuación eficaz, rápida, leal, y consciente de los valores que informan al derecho de fondo al cual se pretende acceder.

Tal derecho de fondo no se halla sólo constituido por el que sustenta el reclamo del actor. Existe, centralmente, un derecho del accionado a defenderse. Y ambos son la contracara del binomio que ampara la norma procesal; es carril para su transporte conjunto.

De allí entonces, que si bien cabe seguir en principio una serie de actos coordinados, lo es en la medida en que dicha necesidad abastezca los derechos que se hallan detrás; la forma se halla al servicio de dichos derechos, y es una vía para su efectivización. En cuanto la necesidad de abastecer derechos se trunca justamente por la vía formal, esta última pierde su razón de ser.

Guarda estrecha vinculación la necesidad de evitar comprender al proceso como un “juego” o una actividad “cuasi deportiva” bajo la dirección de un árbitro y sometida a un reglamento rígido, pues así se desnaturaliza la idea moderna y dinámica del proceso como camino en la búsqueda de la verdad41.

El error se exacerba cuando a lo anterior se aduna el “formulismo”, vale decir, un apego riguroso a las formas que por ese modo se convierten en el objeto de un culto ciego, que viene a despojarlas de su verdadero sentido y valor42: el fenómeno del exceso ritual o ritualismo configura un verdadero abuso de derecho43 y resulta incompatible con el adecuado servicio de justicia —garantizado por el art. 18 de la Const. Nacional—44.

No se trata, claro está, de aplicar una “doctrina abierta” que permita sustituir a los principios de orden procesal que tienen también su razón de ser al fijar pautas de orden y seguridad recíprocas45, ni de incurrir en el exceso del “exceso ritual manifiesto” abriendo paso a la anarquía procesal46.

Lo que se procura es que se tenga siempre presente que los recaudos procesales tienen por fin cuidar ciertas exigencias de orden externo, pero no para que los derechos se vean vulnerados sino —por el contrario— para que su realización resulte en todos los casos favorecida47.

4.- Colofón.
El conflicto derivado de las relaciones del trabajo, por su complejidad, por su finura, por sus propias necesidades, se escurre de la trama gruesa de la justicia ordinaria. Por eso requiere un tipo de proceso gratuito y rápido, la reducción de las formas a lo que estrictamente lo exija la garantía del ejercicio del derecho, y el desenvolvimiento de la libre iniciativa del juez evitando asimismo que los litigantes tiendan y caigan en redes48.

Se trata, simplemente, de cumplir con las pautas que deben campear en el litigio laboral: el carácter técnico y los métodos de interpretación requeridos por el derecho del trabajo no pueden ser objeto de valoraciones por parte de magistrados que al estar imbuidos por principios individualistas no adaptan sus resoluciones al sentido particular con indudables raíces económico-sociales. Inspirados comprendiendo estas últimas deben actuar los litigantes y los jueces —ungidos en tribunal—, en procedimientos rápidos, gratuitos y sin fórmulas sacramentales, no sólo fácilmente comprensibles por quienes a él acuden, sino que en virtud de tal sencillez sumada a amplias facultades otorgadas, procuren la autorizada indagación de la verdad real —más allá de la verdad procesal—, fuera de las rígidas formas del proceso ordinario49. 

En la medida que las reformas que se intenten mantengan la esencia que ha diferenciado al proceso laboral de la provincia, y en pos de profundizar celeridad, oralidad e inmediación procuren despojarlo de ciertos vicios que le sumara la práctica, la actividad jurisdiccional resultará beneficiada. 

Ello sin dejar de ponderar que, en definitiva, el respeto de la materia objeto de la contienda no concluye con la existencia de un proceso adecuado, sino que impone siempre operar en la creatividad, la vanguardia y la apertura en la tutela de los derechos y la justa solución de los conflictos50.
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